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ascienden a 18.718.227 pesetas-, lil.883.261 pesetas y 14.343.055 
pesetas, en cuanto no sean modificadas por las presentes condi­
ciones. Las modificaciones de detalle, que se pretendan intro­
ducir, podrán ser autorizadas, ordenadas o prescritas por el 
Servicio Hidráulico de Santa Cruz de Tenerife, siempre que 
tiendan al perfeccionamiento de las obras y no se alteren las 
características esenciales de la autorización, lo cual implicarla 
ia tramitación de nuevo expediente.

Segunda.—Si se considerase necesario por el Servicio Hidráu­
lico de Santa Cruz de Tenerife se construirá, en la embocadu­
ra de entrada, la obra precisa para crear la velocidad oon la 
que se desaguan las avenidas, así como transiciones de sección 
y pozos-registro intercalado.. para facilitar la inspección y lim­
pieza.

Tercera.—Las obras se iniciarán en el plazo de tres meses y 
se terminarán en el de un año, contados ambos desde la publi­
cación de esta autorización en el «Boletín Oficial del Estado».

Cuarta.—La inspección y vigilancia de las obras, tanto du­
rante la construcción como en la explotación, quedarán a cargo 
del Servicio Hidráulico de Santa Cruz de Tenerife, siendo de 
cuenta del Ayuntamiento concesionario las remuneraciones y 
gastos que por dichos conceptos se originen, con sujeción a las 
disposiciones que le sean aplicables y en especial al Decreto nú­
mero 140 de 4 de febrero de 1960, debiendo darse cuenta a dicho 
Servicio del principio de los trabajos. Una vez terminados y 
previo aviso del Ayuntamiento- concesionario, se procederá, por 
el Ingeniero Jefe o Ingeniero del Servicio en quien delegue, aj 
reconocimiento de las obras, levantándose acta en la que conste 
el cumplimiento de estas condiciones, los nombres de los pro­
ductores españoles que hayan suministrado los materiales em­
pleados y el reultado de las pruebas de carga efectuadas, de­
biendo ser aprobada el acta por la Dirección General de Obras 
Hidráulicas.

Quinta.—Se concede esta autorización dejando a salvo el de­
recho de propiedad y sin perjuicio de tercero, quedando obligado 
el Ayuntamiento concesionario a demoler o modificar por su 
parte las obras, cuando la Administración ordene por interés 
general, sin derecho a indemnización alguna,

Sexta.—El Ayuntamiento concesionario será responsable de 
cuantos daños puedan ocasionarse a intereses públicos o priva­
dos, como consecuencia de las obras autorizadas, quedando obli­
gado a su indemnización.

Séptima.—Se concede autorización para la ocupación de los 
terrenos de dominio público necesarios para las obras. En cuan­
to a las servidumbres legales podrán ser decretadas por la Au­
toridad competente una vez publicada la autorización.

Octava.—Los terrenos de dominio público ocupados no per­
derán en ningún caso su carácter demanial y solamente podrán 
ser utilizados como zonas verdes, viales, o zonas abiertas sin 
edificaciones, no pudiendo ser sometida la cobertura a cargas 
superiores a las que pueda soportar de acuerdo con sus di­
mensiones y características, quedando terminantemente prohibi­
do la construcción de viviendas sobre la misma. Los terrenos 
públicos ocupados no podrán ser cedidos, permutados o enaje­
nados por el Ayuntamiento autorizado, ni tampoco podrán re­
gistrarlos a su favor; solamente podrá ceder a teroero el uso 
que se autoriza previa aprobación del correspondiente expedien­
te por el Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo.

Novena.—El Ayuntamiento autorizado será responsable de los 
daños y perjuicios que pudieran producirse por someter la co­
bertura a cargas superiores a las que pueda soportar.

Diez.—Queda sujeta esta autorización -al cumplimiento de las 
disposiciones vigentes o que se dicten en lo sucesivo, relati­
vas a la industria nacional, contrato de trabajo, Seguridad So­
cial y demás de carácter laboral, administrativo o fiscal.

Once.—Queda prohibido el establecimiento dentro del cauce 
de escombros, acopios, medios auxiliares y en general de cual­
quier elemento que pudiera representar un obstáculo al libre 
curso de las aguas, siendo responsable el Ayuntamiento conce­
sionario de los males que pudieran seguirse por esta causa 
con motivo de las obras, y de su cuenta los trabajos que la Ad­
ministración ordene realizar para mantener, la capacidad de 
desagüe del cauce en el tramo afectado por dichas obras.

Doce.—El Ayuntamiento concesionario conservará las obras 
en perfecto estado y procederá sistemáticamente a la limpieza 
del cauce cubierto para mantener su capacidad de desagüe v 
evitar encharcamientos, siendo responsable de los daños que 
puedan ocasionarse a las obras o a terrenos por negligencia en 
el cumplimiento de esta obligación.

Trece.—Esta autorización no faculta por sí sola, para eje­
cutar obras en zona de servidumbre de'carreteras, por lo que 
el Ayuntamiento autorizado habrá- de obtener, en su caso, la 
necesaria autorización de los Organismos competentes encarga­
dos de su policía y explotación. .Tampoco faculta para realizar 
ninguna clase de vertidos de aguas residuales en el cauce afec­
tado.

Catorce.—La Administración se reserva la facultad de re­
vocar esta autorización cuando lo considere conveniente por mo­
tivos de interés público sin derecho a ninguna indemnización 
i favor del Ayuntamiento concesionario.

Quince.—La autorización para la ocupación de los terrenos de 
iominio público se otorga por un plazo máximo de noventa y 
rueve años, y la Administración se reserva la facultad de re­
vocarla cuando lo considere conveniente, por motivos de in­
terés público, sin, derecho a indemnización a favor del Ayun­
tamiento concesionario.

Dieciséis.—La dirección de las obras recaerá en un Ingeniero 
. de Caminos, que será designado por el Ayuntamiento autorizado, 

el cual deberá poner en conocimiento del Servicio Hidráulico de 
Santa Cruz de Tenerife, su nombre y dirección antes de reanu­
darse las obras.'

Diecisiete.—Caducará esta autorización por incumplimiento 
de cualquiera de estas condiciones y en los casos previstos 
en las disposiciones vigente, declarándose la caducidad según 
los trámites señalados en la Ley y Reglamento de Obras Pú-" 
blicas.

Lo que se hace público, en cumplimiento de las disposicio­
nes vigentes.

Madrid, 11 de marzo de 1983.—El Director general.—Por de­
legación, el Comisario Central de Aguas, Carlos Torres Pa­
dilla.

15841 RESOLUCION de 12 de abril de 1983, de la Di­
rección General de Obras Hidráulicas, por la que 
se hace pública la autorización concedida a don 
Manuel Zamora García, para construir un badén 
sobre el rio Rivillas, en término municipal de Ba­
dajoz.

Don Manuel Zamora García ha solicitado autorización para 
construir un badén sobre el río Rivillas; en término municipal 
de Badajoz, y este Ministerio ha resuelto.-

Autorizar a don Manuel Zamora García, para construir un 
badén sobre el río Rivillas, en término municipal de Badajoz, 
para dar acceso a una finca de su propiedad, situada en el si­
tio «La Portuguesa», con arreglo a las siguientes condiciones:

Primera.—Las obras se ajustarán al proyecto suscrito en 
Badajoz, en mayo de 1976, por el Ingeniero de Caminos, don 
Ramón Salas Martínez, visado por el Colegio Oficial correspon­
diente, con la referencia 85227, en 9 de junio de 1975, cuyo 
presupuesto de ejecución material es de 18B.824 pesetas, en tan­
to no resulte modificado por las presentes condiciones, el cual 
se aprueba a efectos de la presente resolución. Las modificacio­
nes de detalle que se pretendan introducir podrán ser autoriza­
das u ordenadas, por la Comisaria de Aguas del Guadiana, siem­
pre que tiendan al perfeccionamiento del proyecto y no se al­
teren las características esenciales de la autorización, lo cual 
implicarla la tramitación de nuevo expediente.

Segunda.—Las obras comenzarán en el plazo de un mes y 
se terminarán en el de seis meses, contados ambos a partir de 
la fecha de publicación de la autorización en el «Boletín Oficial 
del Estado».

Tercera.—El caño proyectado en la margen izquierda debe 
sustituirse por un grupo de cuatro de las mismas características.

Cuarta.—La inspección y vigilancia de las obras, tanto du­
rante la construcción como durante la explotación de las mis 
mas, quedarán a cargo de la Comisaría de Aguas del Guadia­
na, siendo de cuenta del concesionario las remuneraciones y, 
gastos que por dichos conceptos se originen, con sujeción a las 
disposiciones que le sean aplicables y en especial al Decreto 
número 140 de 4 de febrero de 1960, debiendo darse cuenta a 
dicho Organismo del principio de los trabajos. Una vez ter­
minados, y previo aviso del concesionario, se procederá a su 
reconocimiento por el Comisario Jefe de Aguas o Ingeniero 
en quien delegue, levantándose acta en la que conste e] cum­
plimiento de estas condiciones, los nombres de los productoras 
españoles que hayan suministrado los materiales empleados, y 
la superficie ocupada en terrenos de dominio público, expresada 
en metros cuadrados, sin que pueda hacerse uso de estas obras, 
en tanto no sea aprobada el acta por la Dirección General.

Quinta.—Se concede esta autorización, dejando a salvo el de­
recho de propiedad y sin perjuicio de tercero, quedando obli­
gado el concesionario a demoler o modificar por su parte las 
obras, cuando la Administración lo ordene por interés general, 
sin derecho a indemnización alguna.

Sexta.—Se concede autorización para la ocupación de los 
terrenos de dominio público necesarios para las obras En cuan­
to a las servidumbres legales podrán ser decretadas por la Au­
toridad competente, una vez publicada la autorización.

Séptima.—El concesionario será responsable de cuantos da­
ños y perjuicios puedan ocasionarse a intereses públicos o pri­
vados, como consecuencia de las obras autorizadas, quedando 
obligado a su indemnización.

Octava.—El concesionario queda obligado al cumplimiento de 
las disposiciones vigentes o que se dicten en lo sucesivo, rela­
tivas a la industria nacional, contrato de trabajo, Seguridad 
Social y demás de carácter laboral, administrativo o fiscal.

Novena.—Queda terminanemente prohibido el vertido de es­
combros en el cauce del río, siendo responsable el concesionario 
de los daños y perjuicios que, como consecuencia de los mis­
mos, pudieran originarse, y de su cuenta los trabajos que la 
Administración ordene llevar a oabo, para la limpieza de los 
escombros vertidos durante las obras.

Diez.—El concesionario deberá cumplimentar las disposicio­
nes 'vigentes de Pepea Fluvial, para la' conservación de las 
especies dulceacuicolas.

Once.—El concesionario conservará las obras en perfecto es­
tado y mantendrá la capacidad de desagüe del arroyo, siendo 
responsable de los daños que puedan producirse a terceros por 
negligencia en el cumplimiento de esta condición.
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Doce.—Esta autorización, no faculta por sí sola para ejecu­
tar obras en zona de servidumbre de caminos, vías pecuarias o 
canales del Estado, por lo cual, el concesionario habrá de ob­
tener; en su caso, las pertinentes autorizaciones de los Organis­
mos de la Administración correspondiente.

Trece.—Esta autorización se otorga por el tiempo máximo de 
noventa y nueve años, y la Administración se reserva la fa­
cultad de revocarla cuando lo considere conveniente por mo­
tivos de interés público, sin derecho a ninguna indemnización 
a favor del concesionario.

Catorce.—En ningún tiempo y por ningún concepto podrá es­
tablecerse tarifas para la utilización pública del badén. En los 
dos extremos del badén se colocarán señales indicadoras de que 
el paso es privado, y de las cargas que puedan circular por el 
mismo.

Quince.—Los depósitos constituidos quedarán como fianza de­
finitiva para responder del cumplimiento de estas condiciones 
y serán devueltos al concesionario una vez haya sido aprobada 
el acta de reconocimiento final de las obras.

Dieciséis.—Caducará esta autorización por incumplimiento de 
cualquiera de estas condiciones y en los casos previstos en 
las disposiciones vigentes, declarándose dicha caducidad, según 
los trámites señalados en la Ley y Reglamento de Obras Pú­
blicas.

Lo que se hace público en cumplimiento de las disposiciones 
vigentes.

Madrid, 12 de abril de 1983.—El Director general.—Por de­
legación (Orden de 2 de diciembre de 1965), el Comisario Cen­
tral de Aguas, Carlos Torres Padilla.

MINISTERIO
DE EDUCACION Y CIENCIA

15842 ORDEN de 28 de marzo de 1983 por la que se 
concede la clasificación como de 1° y 2° grado 
homologado al Centro privado de Formación Pro­
fesional «Virgen al Pie de la Cruz», de Puzol (Va­
lencia) .

limo. Sr.: Vis o el expediente presentado por Juan Bautista 
Antolí, Directof del Centro de Formación Profesional «Virgen 
a_ Pie do la Cruz», de Puzol (Valencia), en solicitud de clasifi­
cación como Centro de Formación Profesional de 1° y 2° 
g--ado homologado; teniendo en cuenta que el citado Centro 
fue autorizado como- de primer grado por Orden ministerial de 
1 de avoslo de 19¡.0 («Boletín Oficial del Estado» de 16 de octu­
bre), que cumpla con los requisitos iegalmente establecidos en 
el Decreto 1855/1974, de 7 de junio («Boletín Oficial del Estado» 
cu 10 d julio), así como los informes favorables emitidos en 
t 1 sentido por la Dirección Provincial correspondiente,

Este Ministerio ha resuelto conceder la clasificación de Cen­
tro privado de Formación Profesional de l.° y 2.° grado homolo­
gado al Centro «Virgen al Pie de la Cruz», de Puzol (Válencia), 
ce n capacidad para 129 puestos escolares en primer grado y 
210 en segundo grado, autorizándole a impartir, a partir del 
curso 1183/84, las siguientes enseñanzas de segundo grado, ade- 

iás de las ya autorizadas legalmente;

Ram Electricidad y Electrónica, especialidad «Electrónica 
industrial».

Rama Administrativa y Comercial, especialidad «Adminis­
trativa >.

Lo que comunico, a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I.
Madrid, 28 de marzj de 1983.—P. D. (Orden de 27 de marzo 

de 1982!, el Subsecretario, José Torreblanca Prieto.

limo. Sr. Director general de Enseñanzas Medias.

15843 ORDEN de 7 de abril de 1983 por la que se con­
cede la autorización definitiva para la creación 
de unidades de Educación Especial en Centros do­
centes privados de régimen ordinario, que se citan.

lima. Sra..: Examinados los expedientes incoados por los Di­
rectores ce los Centros privados de Educación General Básica 
que se relacionan en ©1 anexo de la presente Orden en solicitud 
de autorización definitiva de las unidades de Educación Espe­
cial que se indican;

Resultando que los expedientes han sido tramitados por las 
correspondientes Direcciones Provinciales de este Ministerio, 
que los envian con propuestas favorables, siendo igualmente 
favorables los informes de la Inspección Técnica de Educa­
ción, Unidades Técnicas de Construcción, Subcomisiones Aseso­
ras Provinciales en ©1 Planeamiento y Programación Educati­
va y del Instituto Nacional de Educación Especial;

Resultando que estos Centros tienen la debida autorización 
para impartir la enseñanza;

Resultando que con las unidades de Educación Especial que 
se solicitan, se pretende preparar, mediante tratamiento educa­
tivo necesario, a los deficientes e inadaptados para su plena 
incorporación a la vida escolar y social, y que por la poca profun­
didad de sus anomalías o deficiencias no se hace necesaria su 
asistencia a Centros especiales, pero sí a unidades de Educa­
ción Especial en Centros docentes de régimen ordinario;

Vistos la Ley General de Educación y Financiamiento de la 
Reforma Educativa de 4 de agosto de 1970 («Boletín Oficial 
del Estado» de 6 de agosto); el Decreto 1855/1974, de 7 de Junio 
(«Boletín Oficial del Estado» de 10 de julio) y las Ordenes 
ministeriales de 24 de abril de 1975 («Boletín Oficial del Es­
tado» de 2 de mayo) y de 22 de mayo de 1978. («Boletín Oficial 
del Estado» de 2 de junio);

Considerando que los artículos 31 y 93 d® la Ley General 
de Educación establecen que para la educación de los deficientes 
e inadaptados y cuando la levedad de las deficiencias lo acon­
sejen, se fomentará el establecimiento de unidades de Educa­
ción Especial en Centros docentes de régimen ordinario;

Considerando que los Centros reúnen los requisitos necesarios 
de capacidad, instalaciones y personal docente de acuerdo con 
las disposiciones vigentes ©n la materia,

Este Ministerio ha resuelto autorizar definitivamente a los 
Centros docentes que se relacionan en el anexo de la presente 
Orden la creación de unidades que en cada caso de indica, 
haciendo constar:

Primero.—Que dichas unidades no se destinarán a sujetos 
límites ni a niños que presenten retraso escolar o trastorno de 
aprendizaje.

Segurido.—Que esta autorización no presupone el otorga­
miento de la subvención para dichas unidades, lo que deberá 
solicitarse, en expediente aparte, del Instituto Nacional de Edu­
cación Especial.

Lo que comunico a V. 1. para su conocimiento y efectos.
Madrid, 7 de abril de 1983.—P. D. (Orden de 17 de marzo 

de 1982), el Subsecretario, José Torreblanca Prieto.

lima. Sra. Directora general de Educación Básica.

ANEXO QUE SE CITA 

Provincia de Alicante

Número de expediente: 15.594.
Municipio: Alicante. Domicilio: Calle Cruz de Piedra, nú­

mero 1. Denominación: «Santa Tereea-Vistahermosa». Titular: 
Institución Teresiana. Nivel: EGB. Número de'unidades: 1 (Edu­
cación Especial). Puestos escolares: 15.

Provincia de Logroño

Número de expediente: 2.725.
Municipio: Logroño. Domicilio: Calle Calvo Sotelo, número 

40. Denominación: «San José». Titular: Hermanos Maristas. Ni­
vel: EGB. Número de unidades 1 (Educación Especial). Pues­
tos escolares: 15.

MINISTERIO DE TRABAJO 
Y SEGURIDAD SOCIAL

15844 RES0LUC10N de 30 de abril de 1983, de la Direc­
ción General de Trabajo, por la que se dispone la 
publicación del Convenio Colectivo de trabajo, in­
terprovincial, para la Empresa «Comercial de La­
minados, S. A.», y sus trabajadores.

Visto el texto del Convenio Colectivo de trabajo, intorpro- 
vinciai, para la Empresa «Comercial de Laminados, S. A.», sus­
crito el 15 de marzo de 1983 entre las respectivas representa­
ciones de la Empresa y los trabajadores, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 90, 2 y 3, del Estatuto de los Traba­
jadores. de 10 de marzo de 1980, y Real Decreto 1040/1981, de 
22 de mayo,

Esta Dirección General acuerda:

Primero.—Ordenar la inscripción del citado Convenio en 
el correspondiente Registro de este Centro Directivo, con no­
tificación a la Comisión Negociadora.

Segundo.—Remitir el texto del mismo ol Instituto de Me­
diación, Arbitraje y Conciliación.

Tercero.—Disponer su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Madrid, 30 de abril de 1983.—El Director general, Francisco 
José García Zapata.


